Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 13 minutos) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir a los 
representantes de la Universidad de la República, a los efectos de que realicen su exposición en 
relación al proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 


Tiene la palabra el Rector de la Universidad de la República, señor Rodrigo Arocena. 


SEÑOR AROCENA.- Buenas tardes señora Presidenta y señores Senadores. Muchas gracias por 
recibirnos. 


Tenemos el honor de hacer este planteo en este momento ante el Parlamento Nacional y 
haremos una presentación de lo fundamental del mismo. 


La primera parte de nuestro planteo apunta a dar cuenta de una interrogante que suele 
plantearse y que es cuánto y en qué gasta la Universidad de la República. Por cierto, eso es materia de 
información pública, pero nosotros queremos resumirla a los efectos de subrayar nuestra vocación por 
hacer una rendición social de cuentas. 


Como ustedes verán en el material que hemos traído, en una primera gráfica el destino de 
los fondos que tienen que ver con Rentas Generales está resumido según finalidades. Es de señalar 
que el 71% de los fondos se utilizan para las misiones universitarias básicas, que son enseñanza, 
investigación y extensión; hay un 19% que tiene que ver con la atención a la salud, cometido al cual la 
Universidad dedica grandes energías y recursos y un 10% a bienestar universitario. 


Una segunda manera de mirar cómo gasta la Universidad es plantear el destino de los 
fondos según concepto. Aquí se advierte lo que se destina a sueldos docentes, a sueldos no docentes; 
se destaca que lo que refiere a cargas legales y prestaciones representa casi el 14% del Presupuesto 
universitario y que hay otros rubros cubiertos por ese Presupuesto, como bienestar y demás. Por otro 
lado, se aprecia que no hemos tenido la posibilidad de hacer inversiones importantes y aclaro que dejo 
esto señalado debido a lo que viene a continuación. 


Es importante señalar que los fondos de origen presupuestal para el año 2006 fueron, grosso 
modo, del orden de $ 2.456:000.000 y los fondos de otro origen alcanzaron los $ 2.954:000.000. 


Eso quiere decir que la Universidad, entre otros fondos, consigue importantes partidas por 
convenios, proventos, etcétera; buena parte del funcionamiento universitario es respaldado de esa 
manera. En tal sentido, solicito a los señores Senadores que comparen las dos columnas de esta 
lámina, en la que se observa que con los fondos de Rentas Generales -aquellos asignados 
directamente por el Parlamento- hacemos una cierta distribución entre retribuciones, gastos e 
inversiones, pero con los fondos complementarios esa distribución cambia, notándose que crece lo que 
se dedica a gastos y más que se duplica lo destinado a inversiones. Quiere decir, entonces, que con 
los fondos que obtiene la Universidad complementa lo que hace a su funcionamiento y, más aún, tiene 
gran importancia en materia de inversiones. 


Aun en una rendición social de cuentas tan sumaria como esta, pensamos que debemos 
informar acerca de la ejecución. Los señores Senadores tienen delante una tabla resumida de lo que 
fue la ejecución correspondiente al Ejercicio 2006. Podrán advertir que los saldos, tanto en 
retribuciones, como en gastos y en inversiones son mínimas, por lo que se puede afirmar, sin ninguna 
duda, que en materia de fondos provenientes de Rentas Generales, la Universidad de la República 
ejecuta el 100% de lo asignado. 


Se ha planteado alguna duda con respecto a la ejecución de inversiones y por ese motivo 
presentamos esta tabla, en cuya primera fila señalamos la ejecución de inversiones provenientes de 
Rentas Generales, esto es, las que tienen que ser sustanciadas en el propio Ejercicio que, como se 


verá, alcanzan al 100%. Los fondos de libre disponibilidad, como por ejemplo los que provienen de 
convenios internacionales, permiten otro margen de tiempo para su utilización y una buena ejecución 
no necesariamente implica gastar la partida en el propio año en que se obtiene. Por ejemplo, la compra 
de equipos sofisticados es una tarea que requiere de mucho cuidado. En cualquier caso, como surge 
de la primera fila, lo que debe ser ejecutado en el año se cumple en un 100%. 


También debemos decir que una rendición social de cuentas implica señalar quiénes son los 
principales ejecutores de las tareas. Por lo tanto, cabe informar con cuántos funcionarios cuenta la 
Universidad. Al respecto, podemos señalar que hay 7.938 puestos docentes, que representan poco 
más del 60% de la plantilla total. En lo que tiene que ver con el personal no docente -que nosotros 
preferimos llamar funcionarios técnicos, ya que técnicas son las tareas que, en gran parte de los casos, 
deben realizar- podemos decir que una proporción muy importante corresponde a los funcionarios del 
Hospital de Clínicas, que cumplen una tarea fundamental para la Universidad. El conjunto de la labor 
de enseñanza, investigación y extensión de facultades y escuelas se realiza con el apoyo de 2.865 
funcionarios, mientras que 2.333 corresponden al Hospital de Clínicas. Naturalmente, la inversión 
fundamental es la que se hace en muchachada, en gente estudiando. Sobre el particular, debo 
destacar que en 1999 teníamos 68.800 estudiantes y hoy -censo mediante- contamos con 79.558. Si 
comparamos -con una división sencilla- lo que se está invirtiendo por estudiante -naturalmente, es 
inversión en enseñanza, pero en un contexto de investigación y extensión- podremos ver que, a 
precios constantes de 2007, ha permanecido esencialmente igual. 


Ya que disponemos de los datos del censo, nos parece importante comparar, muy 
sumariamente, lo que nos indican las cifras que tenemos delante. En 1999, casi el 60% de los 
estudiantes universitarios provenían de Montevideo, lo que representaba algo más de 40.000 
estudiantes; en la siguiente lámina, que contiene los datos de este año, podemos ver que seguimos 
teniendo 40.900 estudiantes de Montevideo -por suerte, no ha bajado la atención que podemos brindar 
al estudiantado de la capital- pero esta cifra sólo representa algo más del 51%. Tal como surge de los 
datos correspondientes a la región metropolitana y al resto del interior, ha crecido sensiblemente la 
asistencia de estudiantes del interior a la Universidad; por cierto, no lo ha hecho en la medida que 
quisiéramos -ni nada que se le parezca- pero los datos indican que vamos en una buena dirección. 


Aquí culminamos una sumaria presentación de la primera parte, por lo que pasaríamos a la 
segunda, referida a los fundamentos de la nueva solicitud. 


En la siguiente lámina planteamos en forma esquemática lo que ha sido la evolución del 
Producto Bruto Interno del país y del presupuesto universitario en lo que va de la década. Se puede 
notar que a partir de la baja muy drástica del año 2003, el presupuesto de la Universidad viene 
creciendo en términos absolutos -las cifras figuran en millones de dólares- pero en los últimos tres años 
ha representado una proporción esencialmente fija del Producto Bruto Interno. Si comparamos esto 
con la gráfica que nos proporcionó el Ministerio de Educación y Cultura, la impresión se ve 
corroborada. La línea de más arriba corresponde al total del gasto público en educación; la siguiente es 
la correspondiente a la ANEP y la de más abajo es la de la Universidad de la República. En este caso 
se ve que en los últimos años, en términos relativos, el gasto en educación -siempre conviene enfatizar 
que más que un gasto es una inversión- ha permanecido constante. 


Mirando hacia el futuro, las asignaciones presupuestales aprobadas en la Ley de 
Presupuesto del año 2005 -en cifras en pesos del año 2007- indican que el presupuesto de la 
Universidad irá creciendo en forma importante, tanto en lo absoluto como en lo relativo. 


Por consiguiente, podemos extraer como primera conclusión que la Ley de Presupuesto 
prevé para la Universidad de la República una recuperación importante en términos absolutos, pues se 
pasaría de U$S 92:000.000 en el año 2005 a U$S 156:000.000 en 2009, si bien, como los señores 
Senadores saben mejor que nosotros, con otro valor del dólar. Incluso, se superaría de manera clara el 
monto más alto en términos relativos, que fue el que se dio en 2001, que alcanzó los U$S 127:000.000. 


Una segunda y diferente conclusión se plantea cuando hablamos en términos relativos. De 
acuerdo con lo establecido por la Ley de Presupuesto, en el año 2009 se estaría apenas en el nivel de 
2001; el presupuesto de la Universidad de la República, que fue de un 0,68% del Producto Bruto 
Interno en 2001, estaría -según la Ley de Presupuesto, repito- en un 0,67% en 2009. 


Esto nos lleva a resumir, muy esquemáticamente y desde el punto de vista conceptual, por 
qué estamos solicitando un incremento por encima de lo previsto en la Ley de Presupuesto. 


Por un lado, como gran objetivo nacional, queremos colaborar con la generalización de la 
enseñanza avanzada, permanente y de calidad, combinada a lo largo de toda la vida con el trabajo. 
Los señores Senadores han tenido la amabilidad de escucharnos decir esto más de una vez y, por 
cierto, no nos cansaremos de reiterar que esta es, probablemente, la apuesta fundamental para el 
futuro del Uruguay. 


El segundo fundamento es que queremos colaborar con algo que el país entero y 
particularmente su Gobierno han asumido como un compromiso: llegar en el año 2009 a una inversión 
pública en educación que no sea menor al 4,5% del PBI. Dado que ese es un compromiso público, 
creemos que todo lo que ayude a su realización apunta en una buena dirección y eso nos lleva a 
plantear los fundamentos numéricos del incremento solicitado, esto es, la razón por la cual elegimos 
cierta cifra. El cálculo es sencillo: estimamos el presupuesto del año 2009 de acuerdo con lo 
establecido por la Ley de Presupuesto, estimamos lo que correspondería a la Universidad si se 
alcanzara ese 4,5% del PBI destinado a la educación y vemos que la cifra tendría que ser 
incrementada en el orden de $ 1.045:000.000. Entonces, si para llegar a la meta nacional del 4,5% 
debe haber un incremento de -reitero- $ 1.045:000.000 y dado que se tratará de hacer esto en dos 
años, parece razonable dividir al medio ese incremento y facilitar el mejor uso del mismo. Por 
consiguiente, para 2008, estamos solicitando un incremento de $ 520:000.000. 


Naturalmente, un aumento se puede justificar siempre y cuando se tenga bien claro para qué 
se lo está solicitando. En muy apretada síntesis, diremos que un 60% de los $ 520:000.000 adicionales 
que se piden, es decir, $ 312:000.000, tienen como fin la recuperación salarial y la adecuación 
de la escala de sueldos; $ 26:000.000 será destinados a la iniciación de obras a largo plazo; otros $ 
26:000.000 servirán al fortalecimiento de la capacidad de investigación; $ 52:000.000 serán destinados 
al mejoramiento de la atención a la salud, mientras que un 20% del monto se destinará a la reforma de 
la Universidad, hacia adentro y hacia fuera, vale decir, a la colaboración de la transformación de la 
enseñanza pública en su conjunto. 


En la Cámara de Representantes se contempló parcialmente la solicitud universitaria, de lo 
que cual nos felicitamos, reconociendo a la vez el esfuerzo realizado por el Parlamento. En este 
sentido, nos permitimos recordar que el artículo 289 establece que el Poder Ejecutivo transferirá a la 
ANEP y a la Universidad de la República los créditos resultantes de ciertas fuentes que se indican, 
agregándose que dichos créditos no superarán un monto de algo más de $ 489:000.000 para la 
Administración Nacional de Educación Pública y de $ 244:800.000 para la Universidad de la República. 
Asimismo, se faculta al Poder Ejecutivo a utilizar total o parcialmente cada una de las habilitaciones a 
que se refiere el artículo. Esto nos lleva a realizar algunos comentarios que creemos son importantes. 


Ante todo, la suma indicada es relevante, pero se trata del 47% del incremento necesario 
para poder ir aproximándose al porcentaje del 4,5%. 


A su vez, dado el texto del artículo, nos parece necesario hacer un segundo comentario: 
entendemos que está garantizada la asignación de una suma no menor a $ 244:800.000. 


Por otro lado, creemos imprescindible señalar también que, a nuestro entender, sería 
conveniente establecer que dicha suma será adicionada también a lo previsto por la Ley de 
Presupuesto para los años siguientes, es decir, que no es sólo para 2008. 


En esa perspectiva es que hemos vuelto a diagramar una pequeña tabla comparativa, ahora 
ya mirando hacia el futuro, pero no con lo establecido por la Ley de Presupuesto, sino con los 
incrementos aprobados por la Cámara de Representantes. Así, con respecto al año 2009, 
establecemos dos variantes, dando por supuesto que la segunda de ellas es la que corresponde, vale 
decir, es la que consolida el incremento. Teniendo en cuenta esta tabla, si miramos hacia 2009 y 
entendemos que se consolida lo asignado en la Cámara de Representantes, el presupuesto de la 
Universidad para ese año será de $ 4.146:000.000, mientras que la cifra que correspondería 
alcanzar, en base a ese porcentaje del 4,5%, sería de $ 4.860:000.000. Nos parece importante señalar 
esto ante los señores Senadores. 


Para concluir con esta segunda parte, queremos referirnos a esta gráfica -que quizás no 
pueda verse bien por la distancia- para mencionar una afirmación que se ha hecho -sin duda con 
ánimo constructivo- en el sentido de que no hay nada mágico en el 4,5%. Incluso, se ha preguntado 
qué sentido tiene invertir cuando no se sabe muy bien cuáles serían los resultados de esa inversión. 
Justamente, lo que los señores Senadores tienen por delante es una tabla en la cual queremos incluir 
los resultados de la inversión educativa. En las abscisas, en el eje horizontal, tenemos el gasto público 
en educación como porcentaje del Producto Bruto Interno; en el eje vertical, las ordenadas indican la 
tasa bruta de matriculación; y los puntos, por su parte, señalan las posiciones que ocupan los diversos 
países en esta materia. La recta viene a ser el comportamiento promedial que, grosso modo, expresa 
que con una mayor inversión se da un mejor resultado. Si me permiten, voy a realizar tres 
observaciones. En primer lugar: ¿vale la pena invertir más en el Uruguay? El Uruguay, en la gráfica, 
está señalado a la izquierda, claramente por arriba de la recta. ¿Qué significa estar por arriba de la 
recta? Que los resultados están evidentemente por encima del promedio. Por consiguiente, si la 
educación uruguaya, con una inversión relativamente baja, ha tenido resultados claramente por encima 
del promedio, se tiene derecho a ser optimista en cuanto a lo que pasaría si se invirtiera más, es decir, 
si se incrementara la inversión. 


En segundo término, quiero llamar la atención sobre la recta vertical punteada en rojo, que 
indica el 4,5%; no se trata de un número mágico, pero la gran mayoría de los países están a la derecha 
y, en particular, prácticamente todos los desarrollados. 


En tercer lugar, los países que a menudo se comparan con el Uruguay están marcados allí, es 
decir, Finlandia, Nueva Zelanda, Irlanda y Costa Rica. Es de señalar que los países de esa lista que 
presentan mejor resultado educativo que el Uruguay es porque tienen una mayor inversión como 
porcentaje. En conjunto -aunque esto, por supuesto, se ha hecho tomando en cuenta nada más que un 
indicador y no hay que olvidar que un fenómeno complejo requiere varios indicadores para ser 
analizado- nos parece que estos datos muestran lo que podríamos, por cierto, argumentar con más 
extensión: que la educación uruguaya tiene un comportamiento que hace prever que una mayor 
inversión dará buenos resultados y la experiencia internacional muestra que el 4,5% no tiene nada de 
mágico, sino que constituye una cifra de base. 


Con respecto a la tercera parte, que es una sumaria presentación del proyecto articulado de 
la Universidad de la República, podemos decir que el artículo 1? establece la asignación a la cual hice 
referencia de $ 520:000.000 como incremento por encima de lo previsto en la Ley de Presupuesto. El 
literal a) indica que $ 312:000.000 son para recuperación salarial y, en este sentido, me permito señalar 
que estamos hablando de los recursos fundamentales. En el caso de un Profesor Adjunto Grado 3, con 
30 horas semanales y una retribución nominal inferior a los $ 11.000, no hay que olvidar que se trata de 
una persona que tiene veinte o veintidós años de educación formal y diez o quince años de experiencia 
universitaria, es decir, un nivel de Doctorado. En cuanto a los no docentes, podemos decir que el 36% 
de los cargos exigen formación específica y, al respecto, es importante señalar que se trata de 
funcionarios técnicos que se desempeñan en la administración de la enseñanza, en los laboratorios y 
en muchas otras tareas. Por ejemplo, un funcionario Grado 8 -es un nivel intermedio y cumple siete 
horas diarias de labor- cobra un nominal del orden de $ 9.000. Me permito recordar que ¡ojalá todos los 
funcionarios del país tuvieran un salario claramente superiorl; de modo que no estamos haciendo 
ninguna observación en ese sentido. Llamados recientes para ingresar como suplentes de ayudantes 
en un Banco público, con un horario similar o inferior, ofrecen una retribución de $ 15.600, 
requiriéndose nueve años de estudio. Entonces, uno se pregunta qué señales quiere dar el Uruguay a 
sus jóvenes: ¿que estudien fuertemente o que no lo hagan? 


La realidad para nosotros es de funcionarios técnicos que dejan la Universidad y de docentes 
jóvenes que abandonan el país, hecho que los señores Senadores conocen muy bien. 


El literal b) del artículo 1% prevé una partida de $ 26:000.000 para iniciar un plan de obras. 
Muy brevemente vamos a señalar a través de esta gráfica que la inversión en planta física, que creció 
a comienzos de la década, a partir de la crisis ha permanecido relativamente estacionaria. La inversión 
edilicia todavía está por debajo del nivel de 1999, aunque el número de estudiantes universitarios ha 
crecido sensiblemente. En general, tenemos edificios antiguos con poco mantenimiento y reciclajes 
inconclusos. Cuando pensamos en el país del futuro tanto en la capital como en el interior, nos 
preguntamos cuáles serán los edificios que lo identificarán. Nos permitimos señalar que no estamos 
pidiendo inversiones de tipo lujoso ni nada que se le parezca. El edificio Faro -recientemente 
inaugurado- es una construcción de atención a la enseñanza y ha sido hecho con una inversión de 


menos de U$S 600 por metro cuadrado. ¡Ojalá edificios de ese estilo, modesto y austero, pero 
adaptado a la enseñanza moderna, sean parte de los símbolos del país del futuro! 


En el literal c) hablamos de $ 26:000.000 adicionales para la investigación nacional y en el 
literal d) se prevé una partida de $ 104:000.000  -aunque no tanto como quisiéramos- para algo muy 
importante como es la reforma universitaria y la colaboración de la Universidad con la transformación 
de la enseñanza pública en su conjunto. 


Por cierto, más adelante vamos a hablar de la Universidad y de la investigación, así como 
también de la reforma. Por ahora proseguimos con la presentación del articulado del proyecto de ley. 


Por el artículo 2% se solicita una partida de $ 52:000.000 para la mejora de la atención a la 
salud, incluyendo la adecuación de la estructura funcionarial del Hospital de Clínicas. Es sabido 
ampliamente que la Universidad hace un gran esfuerzo para vincular conocimiento y salud a través de 
sus Facultades de Medicina, Psicología, Odontología y Enfermería, que combinan una amplia labor 
asistencial con la generación y trasmisión del conocimiento. Eso es lo moderno y lo socialmente útil. 
Una clave de esa tarea -que no es no la única- está dada por el Hospital de Clínicas, el mayor del país 
en consultas externas, emergencias, camas y cirugías, que cuenta con dos Institutos de Medicina 
Altamente Especializada y es el lugar donde trabaja mucha gente, casi tres mil funcionarios, lo que 
incluye unos 650 docentes. 


Por el artículo 3% se solicita el otorgamiento de una partida anual de carácter permanente de 
algo más de $ 32:000.000, que tienen que ver con las expectativas generadas por distintas 
interpretaciones de lo dispuesto en la Ley de Presupuesto, lo que dio lugar a polémicas importantes en 
2005 y que llevó a ciertos acuerdos que fueron recogidos en las actas de la Mesa de negociación 
salarial de las fechas allí indicadas. Esto fue parcialmente recogido por la Rendición de Cuentas 
aprobada por este Parlamento el año pasado. 


El artículo 4* establece que se asigna a la Universidad una partida de monto equivalente al 
recibido en el Ejercicio 2007 y ello está vinculado con la recaudación del Estado que, cuando mejora, 
es adecuado invertirlo -así está previsto- en parte, en educación. 


El artículo 5* se refiere a los proyectos de inversión y le asigna una partida de, al menos, $ 
97:000.000; para los proyectos de descentralización y desarrollo universitario en el interior del país $ 
20:000.000; para los proyectos conjunto con la ANEP, como es la educación tecnológica terciaria, $ 
13:000.000; para la inversión en infraestructura edilicia y, particularmente, no edilicia, equipamiento en 
general para la enseñanza, $ 44:000.000; para capacitación $ 7:000.000 y esto incluye tanto los 
posgrados, vale decir la educación de cuatro niveles como la capacitación de los funcionarios que 
queremos llamar como corresponde “funcionarios técnicos”; y, $ 12:000.000 para el fortalecimiento de 
las capacidades de apoyo a los sectores productivos claves de la economía nacional. 


Llamo la atención de los señores Senadores sobre el último inciso, porque es el único que 
difiere con el del proyecto del Poder Ejecutivo y en él se solicita que los créditos que al 31 de diciembre 
no fueran ejecutados por razones fundadas podrán disponerse de ellos en el ejercicio siguiente, con 
igual destino. 


Este artículo coincide con lo propuesto por el Poder Ejecutivo y lo aprobado en la Cámara de 
Representantes a excepción del inciso final y es de señalar que ya en la Rendición de Cuentas del año 
pasado se adoptó una resolución cuyo texto se recuerda allí que apuntaba en la dirección solicitada. 


El artículo 6* tiene que ver con la redistribución de funcionarios. Permanentemente se están 
solicitando pases de funcionarios en comisión a la Universidad de la República; no queremos 
oponemos a ello, pero lo único que solicitamos es que los créditos presupuestales correspondientes a 
esos cargos permanezcan en la Universidad, porque si se va el funcionario y se lleva la partida, ¿cómo 
suplimos la tarea? La Universidad cuenta con -creemos nosotros- menos del mínimo imprescindible del 
personal para su funcionamiento, sin embargo nos enorgullecemos de que nuestro personal se 
capacita permanentemente; por lo tanto, hay muchos de nuestros funcionarios que están más 
calificados de lo que requiere la tarea que desempeñan. Si lo solicitan de otra parte del Estado es un 
honor para la Universidad colaborar al mejor desempeño de otros sectores, pero para ello necesitamos 


que sea posible conservar las partidas, porque sino acceder a la redistribución significa no cumplir 
adecuadamente con las tareas correspondientes. 


Por el artículo 7% -lo hemos planteado más de una vez- se trata de exonerar a la Universidad 
de la República del pago de los aportes patronales correspondiente a las retribuciones financiadas con 
fondo de libre disponibilidad. Esto es nada más que una solicitud de equiparación al régimen que rige a 
las instituciones de enseñanza privada. El año pasado cuando se planteó este mismo artículo, se nos 
solicitó cuantificarlo y en la lámina se puede observar que aparece cuantificado con respecto al año 
2006. La ejecución en retribuciones personales correspondiente a lo que estamos tratando fue de $ 
91:000.000 y los aportes patrones fueron del orden de $ 15:000.000. ¿Qué sucede si este artículo 
sigue sin ser aprobado? Sucede algo muy sencillo: hacer un convenio con la Universidad de la 
República es más caro que hacerlo con instituciones de enseñanza privada; por consiguiente, 
podemos colaborar menos haciendo convenios. A las autoridades universitarias le llegan 
permanentemente pedidos de muchísimos investigadores que quieren colaborar con la sociedad y, en 
particular, con el Estado y dicen: “No puede ser que sea más caro hacer convenios con la Universidad 
que con otras instituciones”. No solicitamos ventajas, sino equiparación. 


El artículo 8* se refiere a la actualización de los créditos correspondientes a alimentación 
hospitalaria y estudiantil, medicamentos y material hospitalario. En la siguiente lámina se cuantifica 
aproximadamente lo que significan las pérdidas si esto no se logra, es decir, si no se actualizan esos 
créditos. Allí se indica cuál fue la pérdida en el período 2001-2007 y la pérdida en los últimos tiempos 
que, si bien es sensiblemente menor, no es de despreciar. 


El artículo 9* es una declaración de que la Universidad no debería ser sujeto pasivo de los 
impuestos a que se refiere la ley que allí se menciona. De nuevo, lo que se busca es equiparar a la 
Universidad de la República con las instituciones de enseñanza comprendidas en el artículo 69 de la 
Constitución de la República. Es sólo una equiparación con instituciones educativas y culturales 
privadas. Es una satisfacción señalar que se está avanzando en esto, pues este artículo está 
parcialmente contemplado en el proyecto del Poder Ejecutivo y en el artículo 302 aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Finalmente, el artículo 10 declara que los créditos presupuestales dispuestos en el artículo 
453 de la Ley de Presupuesto, se actualizan conforme a los criterios que esta misma ley establece. La 
justificación es tratar de evitar el deterioro de las remuneraciones de quienes colaboran con los 
proyectos educativos de impacto social a los que la Ley de Presupuesto y nosotros mismos, por cierto, 
damos mucha importancia. 


Pasamos a la cuarta parte de nuestra presentación, que tiene que ver con la Universidad en 
la investigación nacional. Es parte de nuestra rendición social de cuentas, es parte de nuestra 
explicación de cómo y para qué gasta la Universidad y también tiene que ver con un debate que ha 
tenido lugar en el país en los últimos meses, respecto a la estructura del sistema nacional de 
innovación e investigación. Señalemos que en la Universidad de la República hay más de 360 grupos 
de investigación en todas las áreas del conocimiento y bastante más de la mitad se concentran en las 
tecnologías y en las ciencias naturales. No se me ocurre, casi, un ámbito del Uruguay social y 
productivo en que la Universidad no colabore. Pero digámoslo con claridad: no pretendemos hacerlo en 
soledad. Hemos escuchado en estos tiempos comentarios del estilo de que la Universidad tiene que 
adaptarse a una nueva situación en la cual se le da más importancia a la creación de conocimientos y 
que, por lo tanto, eso le costaría. Es todo lo contrario. El egoísmo bien entendido señala que cuanto 
más conocimiento se genere en otras partes, cuanta más investigación se haga en el conjunto del país, 
cuanto más se use el conocimiento, más se demandará, más colaboraremos y más espacio tendremos 
para nuestros graduados y nuestros investigadores. La Universidad de la República quiere contribuir a 
construir sistemas en sentido amplio, porque esa es su misión pero, además, porque eso es lo que la 
ayuda. En ninguna parte una Universidad se desarrolla en soledad; una Universidad crece cuando la 
sociedad genera y demanda conocimientos y lo valora. En este sentido, hemos hecho muy diversas 
tareas para estimular la investigación y la utilización y difusión de sus resultados. Tenemos apoyo a la 
investigación de calidad en todas las áreas, tenemos fondos concursables rigurosamente evaluados 
por pares y la Comisión de Investigación Científica no gasta más del 7% de su presupuesto en la 
gestión, vale decir, el 93% -en una gestión muy prolija, está destinado directamente al apoyo a la 
investigación- y son muchísimas las solicitudes de apoyo que se reciben. Estas son del orden de 1.200 
por año, para investigación, para la vinculación con el sector productivo y para la formación de 
investigadores. Por ejemplo, en lo que tiene que ver con proyectos de investigación y desarrollo, se 


han presentado más de 4.000 proyectos en 15 años; sentimos no haber tenido recursos más que para 
financiar un 30% de ellos, con U$S 14:000.000. Y ya que estamos dando cuenta de lo que se hizo el 
año pasado, sólo se pudo apoyar el 40% de los proyectos de muy buena o excelente calidad. El 41% 
pertenece al área científica y tecnológica y las aplicaciones cubren toda la gama imaginable: el agro, la 
salud, el cuero, la construcción y muchas otras cosas. Esto se puede comprobar a través de los 
convenios que firmamos cada semana -un promedio de ocho a diez convenios- con el sector público y 
privado. Si hay algo que podemos afirmar con tranquilidad de espíritu es que hay una profunda 
vinculación de la Universidad con el sector productivo; se han invertido U$S 7:000.000 en fomentar 
investigación aplicable y un 50% ha tenido que ver con proyectos del área agraria. Para que los 
señores Senadores tengan una idea de la cantidad de empresas con las que se trabaja quiero señalar 
que esta presentación terminaría con la caída del sol, porque lo único que muestran estas láminas  - 
abajo a la derecha- son la lista de algunas de las centenares de empresas públicas y privadas con las 
que se ha colaborado. 


En el año 2007 se llevaron adelante proyectos de inversión para fortalecer las capacidades 
de investigación universitaria en apoyo a los sectores productivos. Se presentaron cuarenta y cinco 
proyectos y casi todos eran de alta calidad, pudiéndose financiar solamente ocho de ellos cuando, por 
lo menos, habría que haber financiado el doble. Los sectores a los que se dirigen dichas inversiones 
son: la pesca, la salud humana, las energías alternativas, la sanidad animal y vegetal, la organización 
industrial y los productos naturales. Es de señalar que esta tarea no se hace en una isla, mirando sólo 
para adentro, sino que se realiza mirando al mundo y, en particular, a través de programas de recursos 
humanos para formación y movilidad académica. En quince años se han invertido U$S 12:000.000 que, 
para nuestro Presupuesto, no es poca cosa. Un 50% de esa demanda provino del área científico 
tecnológica; además, se ha apoyado la presentación de la investigación nacional en congresos del más 
alto nivel en todo el mundo, así como la realización de pasantías en centros de calidad con especial 
atención a los jóvenes. Permanentemente hemos invitado a profesores de todas las Universidades 
prestigiosas de América Latina -no podemos enumerarlas otra vez, porque la lista sería interminable- 
pero también de Universidades de todos los continentes. En la lámina que estamos observando figuran 
algunas de las Universidades con las que colaboramos y de las que han venido colegas para investigar 
conjuntamente con nosotros. 


Se ha prestado mucha atención a la profesionalización de las actividades de investigación, a 
través del régimen de dedicación total -que los señores Senadores conocen bien- de enseñanza, 
investigación y extensión. En este momento terminamos de resolver la incorporación de 59 nuevos 
docentes a ese régimen, con lo cual tenemos casi seiscientos. El mayor esfuerzo se ha hecho durante 
la última década cuando ingresó el 66% del total; un 54% de ellos trabajan en el área de las ciencias 
naturales y las tecnologías. Nos complace señalar que ha habido un rejuvenecimiento notorio de este 
régimen, ya que el 45% de los que han ingresado en los últimos diez años tenía menos de 35 años, lo 
que es una buena señal. 


En definitiva, esto es lo que hacemos -menos de lo que quisiéramos- pero no es poco: el 
cimiento del mayor esfuerzo nacional en investigación. Más del 80% de las publicaciones uruguayas 
provienen de la Universidad de la República, el 85% de los investigadores provienen del Fondo 
Nacional de Investigadores; el 58% de los miembros del área de biología son del PEDECIBA y el 86% 
del conjunto de las otras áreas. En los últimos cinco años el 75% de los responsables de los proyectos 
aprobados, en el marco del programa de desarrollo tecnológico, pertenecen a la Universidad, así como 
también el 78% de los proyectos aprobados por el Fondo “Clemente Estable” en el año 2006; el 77% 
pertenece a quienes ganaron esa excelente iniciativa de propiciar la incorporación de investigadores 
jóvenes a empresas y el 70% de quienes ganaron los proyectos concursables del Fondo de Promoción 
de la Tecnología Agropecuaria. Como los señores Senadores podrán observar, lo que más queremos 
es que la posibilidad de concursar en materia de investigación sea abierta y que se multipliquen las 
oportunidades para todo el país. Queremos hacer más investigación en la Universidad, pero deseamos 
colaborar para que haya mucha más en otros ámbitos. Por eso vale la pena señalar que muchos de los 
proyectos mencionados en este gráfico son proyectos conjuntos con otras instituciones. 


Para concluir con esta parte es necesario hablar breve y serenamente de un tema muy 
polémico: el Sistema Nacional de Investigadores. La Universidad de la República ha participado 
activamente en el Fondo Nacional de Investigadores, creado por una ley de 1996 y cuya Comisión 
Honoraria integra. Asimismo, ha formulado propuestas para mejorar ese Fondo y transformarlo en un 
Sistema Nacional de Investigadores. Lo ha hecho en el marco de la ley hasta ahora vigente pero 
señalando, al mismo tiempo, que esa institucionalidad debe ser mejorada y transformada. En particular, 


la Universidad de la República quiere colaborar, con una muy adecuada evaluación, con la 
incorporación de todos los investigadores. 


Permítanme detenerme un instante en esto. 


En las dos convocatorias que ha habido en el Fondo Nacional de Investigadores, la variable 
de “ajuste” ha sido el dinero disponible para las retribuciones. En consecuencia, Uruguay no sabe con 
cuántos investigadores cuenta, porque fueron categorizados muchos menos de los que realmente hay 
en el país. Es más: hace veinte años que trabajo en este tema y no puedo decir con exactitud cuántos 
investigadores hay en el país, porque nunca hicimos un llamado que los incluyera a todos. Me refiero a 
la posibilidad de categorizar -independientemente de poder premiarlo o no- por el simple hecho de 
ser investigador activo. Sería fundamental para el país contar con un mapa de todos sus investigadores 
y saber en qué trabajan, quiénes son y en qué pueden ayudar al país. Asimismo al menos sería, para 
quienes cometen la audacia de perpetrar la investigación en un pequeño país subdesarrollado, un 
reconocimiento espiritual. 


Por consiguiente, somos fervientes partidarios de la conversión del Fondo en Sistema 
Nacional de Investigadores. En realidad, no pretendemos otra cosa más que colaborar para lograrlo y 
queremos que la evaluación se haga de manera clara y transparente. Confiamos en que el Parlamento, 
que tiene el tema a su consideración, impulse una estructuración del Sistema Nacional de 
Investigadores que permita sumar esfuerzos y que evite bloqueos, permitiéndonos colaborar entre 
todos para desarrollar la investigación nacional. 


Por último y para concluir esta intervención, no podemos dejar de señalar -aunque sea 
sumariamente- que todo esto lo planteamos en el contexto de una Universidad que quiere cambiar y 
que avanza en una nueva reforma en el contexto de la transformación de toda la educación pública con 
la ambición de colaborar para que en este país se pueda seguir aprendiendo siempre. Queremos 
transformar la enseñanza universitaria diversificando para retener más estudiantes e igualar 
situaciones diferentes ofreciendo alternativas variadas. Deseamos ampliar una oferta que hasta el 
momento incluye ocho títulos intermedios, noventa y cuatro de grado y ciento dieciocho de posgrado, 
puesto que la nuestra es ya una Universidad de posgrado. Estamos creando carreras nuevas 
compartidas entre distintas Facultades. Esto apunta a lo que es típico en la enseñanza de las 
modernas universidades de investigación: la creación de un espacio interdisciplinario. En este sentido 
estamos haciendo una apuesta mayor con el fin de crear ciclos iniciales optativos por áreas de 
conocimiento que permitan muchas cosas; en particular, que cuando los jóvenes quieren cambiar de 
orientación -como es tan habitual en el mundo de hoy- puedan hacerlo sin tener que salir de la 
Universidad y volver a la enseñanza media, lo cual es desaconsejable, desde todo punto de vista. 


Queremos también priorizar nuevas posibilidades regionales. En este contexto le damos a la 
extensión universitaria una importancia que no proviene sólo de su tradición, sino de su potencial para 
el futuro. La extensión es una clave para la enseñanza moderna, que exige combinar la enseñanza por 
disciplinas con la enseñanza por problemas para fomentar, de esa manera, el compromiso social de los 
estudiantes. En esta perspectiva impulsamos programas integrales de enseñanza, investigación y 
extensión para atender problemas emergentes de la realidad. Precisamente, el programa Apex Cerro 
cuenta con gran experiencia en la materia. A su vez, el programa integral metropolitano fundamental de 
2007 será impulsado en zonas tan necesitadas de apoyo, como son las de los Zonales 6 y 9. 


En materia de extensión, hemos colaborado -queremos seguir haciéndolo- con el Sistema 
Nacional de Emergencia. Ya lo hicimos cuando se lanzó la alarma de dengue y con el problema de las 
inundaciones, apoyando activamente varias Facultades y con muchísimos estudiantes. También 
queremos, dentro de la extensión universitaria, dar particular apoyo a las políticas públicas para 
sectores postergados. Y si bien los ejemplos alargarían demasiado la exposición, no podemos dejar de 
mencionar uno en el cual tenemos puestas grandes esperanzas: nuestra colaboración en el programa 
Uruguay Rural. 


Finalmente -también dentro de la extensión universitaria- estamos poniendo en marcha algo 
inusual, aunque no sin precedentes: la incubadora de cooperativas y emprendimientos asociativos 
populares. Incubadoras de empresas hay en casi todas partes del mundo, pero incubadoras de 
cooperativas y emprendimientos de este estilo, hay bastante menos. Esto nos parece que ejemplifica a 
la perfección una vocación de llevar el conocimiento a los sectores sociales que más lo necesitan. 


Estamos hablando de la reforma hacia adentro y hacia fuera. Entonces, sin egoísmos ni 
ombliguismos, queremos colaborar para construir un sistema nacional de enseñanza terciaria. Para 
eso, en las recientes jornadas extraordinarias de la conducción universitaria se resolvió colaborar con 
la construcción de una red de instituciones de enseñanza terciaria. Por eso, queremos profundizar y 
hacer cosas nuevas en colaboración con la ANEP. Queremos impulsar programas regionales y 
compartidos en distintas áreas del interior, así como la creación de nuevas instituciones. Un ejemplo 
mayor de lo que estamos intentando hacer es el nuevo sistema de educación superior agraria, 
planteado por la Facultad de Agronomía y el conjunto del área agraria de nuestra Universidad, en 
acuerdo con UTU e INIA. 


A continuación, tienen -no lo voy a comentar, aunque me gustaría mucho hacerlo, porque se 
trata de un proyecto que nos fascina- un esquema del proyecto que muestra cómo se espera, en 
colaboración con la UTU, el INIA y Universidades de la región, cubrir toda la gama de formación, desde 
los bachilleratos tecnológicos agrarios hasta los doctorados, para combinar las dos cosas que hay que 
hacer: abrir nuevas oportunidades laborales y asegurar que en este terreno también todos puedan 
seguir estudiando. 


Estamos iniciando una nueva etapa del accionar de la Universidad de la República en el 
interior y construimos sobre la experiencia acumulada, como siempre debe hacerse en educación. 
Queremos avanzar -acabamos de resolverlo así- hacia la creación de programas regionales para cada 
región donde estemos implantados o podamos tener presencia en los próximos tiempos. Se trata de 
programas que conjuguen los esfuerzos universitarios de los institutos de formación docente, de la 
UTU, de las Intendencias y de los actores sociales de cada región; programas que atiendan las 
necesidades y posibilidades de cada región. Con esta perspectiva acabamos de resolver crear un 
Centro Universitario de la Región Este, cuya estructuración será discutida con los actores de la región. 
También queremos subrayar dos aspectos de la vocación que tenemos de colaborar con otras 
instituciones y con la ANEP, en particular. Por un lado, respecto de la enseñanza tecnológica terciaria, 
los señores Senadores saben que con dificultades, pero también con tenacidad, estamos 
construyendo carreras de tecnólogos en conjunto con la ANEP, pero queremos ir más allá. Es hora de 
impulsar en conjunto la creación de nuevas instituciones tecnológicas terciarias y esperamos que la 
próxima ley de educación abra un espacio para ello. 


La penúltima transparencia refiere a nuestra enorme preocupación por la cuestión de la 
formación docente: no hay transformación educativa ni mejora en la calidad de la enseñanza -que tan 
urgente es en esta área- sin una mejora de la formación docente. Pretendemos colaborar, pero no 
queremos ningún tipo de monopolio; queremos sumar esfuerzos con la ANEP de manera innovadora y 
flexible para formar docentes para toda la Enseñanza, mediante convenios que permitan titulaciones 
compartidas y trayectorias diversas. 


Para concluir, señoras y señores Senadores: estamos convencidos de que la hora es ahora. 
Uruguay viene haciendo un gran esfuerzo y la Universidad quiere colaborar con él transformándose y 
ayudando al país en su conjunto. Nos parece que es tiempo, entonces, de sumar esfuerzos, ideas y 
también recursos, para construir un Uruguay “país de aprendizaje”. Estamos seguros de que el 
Parlamento tendrá en cuenta este planteo y nos ayudará a que la Universidad de la República sea, 
junto con muchos otros, un actor en la construcción de ese “país de aprendizaje”. 


SEÑOR PENADES.- Hemos seguido con mucha atención la exposición del señor Rector de la 
Universidad Mayor de la República y debemos decir que nos queda una serie de interrogantes que 
queremos plantearle a efectos de recibir las explicaciones correspondientes. 


Para comenzar, señalamos que es claro que el Poder Ejecutivo, el Parlamento y el Estado en 
su conjunto han hecho un esfuerzo en la última Ley de Presupuesto para mejorar el Presupuesto de la 
Universidad, cosa que hemos reconocido todos los actores políticos del Uruguay, así como también lo 
ha hecho la propia Universidad. A su vez, en la última Rendición de Cuentas también hubo una 
atención especial para con esa Institución. Es por ello que nos gustaría conocer la opinión del señor 
Rector sobre el estado de ejecución de las partidas y, en particular, de las mejoras de las partidas 
otorgadas, ya que hemos notado en los informes que nos remite la propia Universidad que en algunos 
renglones ha habido una muy baja ejecución. Quisiéramos saber los motivos de ésta ya que, por un 
lado, se solicita más dinero pero, por otro, no se ejecuta todo lo que el Estado ha asignado; y esto, 
francamente, nos resulta difícil de comprender. Pensamos que el señor Rector debe tener una 
explicación para esto. 


Según lo que surge de los datos que nos han proporcionado, para Gastos de 
Funcionamiento del año 2006 se incrementó la asignación presupuestal a ser utilizada por el inciso en 
un 15.30% real, mientras que la ejecución del Inciso 26 se incrementó un 9.95% real y se ejecutó un 
94.5%. Cabe destacar que en el año 2005 se había ejecutado un 99%. Algo similar sucede con los 
Gastos de Inversión: en el Inciso 26 se incrementaron un 30%, pero se ejecutó un 66%, reitero, según 
los datos que se desprenden de las propias cifras que nos han proporcionado. Es decir que, en el 
2006, la asignación presupuestal de la Universidad de la República fue de unos U$S 20:000.000 y 
se generaron economías en un total de U$S 8:920.000, lo que equivale a decir que no se ejecutó el 
44.6% del incremento asignado. Precisamente, esa baja ejecución -no del presupuesto, sino de la 
mejora presupuestal- es la que nos llama poderosamente la atención y quisiéramos saber el por qué de 
la misma. 


Lo mismo podemos decir respecto al Fondo de Solidaridad que en el año 2006 tuvo una 
recaudación que se ubicó en $ 106:600.000, de lo cuales se ejecutaron $ 62:000.000; en proyectos del 
interior se ejecutaron $ 9:470.000; en mejora de infraestructura no edilicia, el porcentaje fue de 27.29% 
y en mejoras de infraestructura edilicia, del 25.24%. O sea que en el Fondo de Solidaridad se ejecutó 
más o menos un 60% del total de lo recaudado. Por lo tanto, nos gustaría conocer los motivos de dicha 
ejecución. 


En la tabla de ejecución por Unidad Ejecutora aparecen muchas de las unidades que 
componen el Inciso 26 “Universidad de la República” y en algunas de ellas podemos advertir una 
considerable baja de ejecución. Por ejemplo, la Facultad de Química tenía para ejecutar U$S 
4:000.000 y ejecutó un 3.66% y la Facultad de Derecho un 3.35%. Es más; hasta el propio Hospital de 
Clínicas ejecutó un 24.10%. Nos gustaría saber los motivos de esta situación. 


Por otra parte, quisiéramos que el Rector nos explique lo relacionado con las becas que la 
Universidad de la República asigna anualmente. Concretamente, nos gustaría saber -y, quizá, esta 
información nos la tenga que remitir por escrito- en qué porcentajes y cómo se reparte la cantidad de 
becas que la Universidad asigna, discriminando entre Montevideo e interior. 


En su exposición, el Rector nos ha hablado del proyecto interfase entre la ANEP y la 
Universidad de la República. En este sentido, quisiéramos saber en qué situación se encuentra este 
emprendimiento y qué se ha realizado al respecto. 


Finalmente, nos interesaría conocer cómo visualiza el Rector lo que viene realizando el 
Poder Ejecutivo en materia de investigación desde el punto de vista de las estructuras y la creación de 
la Agencia Nacional de Investigación y de los fondos dirigidos a tal efecto. 


SEÑOR AROCENA.- Con respecto a la ejecución, quiero decir que en las láminas Nos. 7 y 8 de 
nuestra presentación, hicimos una explicación sintética de la misma, señalando que en la financiación 
que corresponde a Rentas Generales, la ejecución en retribuciones, gastos e inversiones ha sido del 
100%. Para ampliar esta información, solicito a la señora Presidenta le ceda la palabra al Pro-Rector 
de Gestión, ingeniero Morquio. 


SEÑOR MORQUIO.- Con relación a la ejecución de la Universidad de la República, el cuadro que aquí 
se presenta refiere a lo que es propiamente el presupuesto que el organismo recibe de Rentas 
Generales. Allí se establece que la ejecución es del 100,00%, o sea que si hacemos el redondeo hasta 
las dos primeras cifras decimales, da un total de 100%. En función de esto, hay $ 27.000 que no 
fueron ejecutados en el Ejercicio 2006. La Universidad, además, en el último período de ese Ejercicio, 
ejecutó 130:000.000 -exactamente, 129:500.000 más- que tuvieron que ver con el fallo del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo que estableció el pago de los aportes patronales que fueron 
retenidos indebidamente en el año 2002. Producto del acuerdo que se hizo en el segundo semestre del 
año 2006, la Universidad recibió en pocos meses $ 130:000.000 que también ejecutó en su totalidad. 
Lo que la Universidad no ejecutó en su totalidad son rubros que provienen de convenios de algún tipo y 
que tienen que ver con la recaudación relativa al artículo 542 -que señalaba el Senador Penadés- pero 
se trata de rubros que la Universidad no pierde si no los ejecuta al terminar el año. Es decir, son rubros 
que hacen a inversiones de más largo plazo; por ejemplo, en el caso de los convenios tienen que ver, 
propiamente, con la marcha de los mismos. A veces esos convenios tienen períodos más prolongados 
y requieren retener recursos para remuneraciones o inversiones que se hacen posteriormente. 


Por otro lado, esos números de créditos que tiene la Universidad son cifras que vienen del 
Presupuesto del año 2005, estimadas por el Ministerio de Economía y Finanzas y por la Universidad, 
pero no necesariamente quiere decir que esos dineros existan. Es decir, la Universidad año a año 
recauda recursos y se puede llegar a la conclusión de que no ejecutamos dineros que nunca tuvimos, 
porque son asignaciones que se hicieron en el 2005, que permanecen como créditos 
extrapresupuestales y que la Universidad recauda año a año. En algunos casos, ha recaudado más y 
ha pedido refuerzos de rubro que le han sido concedidos por el Ministerio de Economía y Finanzas. 
Entonces, lo que la Universidad debe ejecutar, lo ejecuta. Muchas veces, por razones de racionalidad, 
en materia de convenios y para otras finalidades, tiene la Universidad partidas -se trata de rubros que 
no finalizan para la Institución pues está previsto, por ley, que pueden mantenerse en los períodos 
siguientes- que las va ejecutando con un sentido más racional y más estratégico. Tal como mostraba el 
Rector, podemos ver cómo, cuando pasamos de los recursos presupuestales -del uno y algo por 
ciento- a los extrapresupuestales, las inversiones aumentan sensiblemente y allí hay algún margen 
mayor de manejo. Vale aclarar que los recursos extrapresupuestales serían, estrictamente, los de libre 
disponibilidad -tal como se les llama ahora- desde el punto de vista presupuestal. 


En síntesis, podríamos decir que cuando se toma el presupuesto global -tanto los recursos 
provenientes de Rentas Generales como los de libre disponibilidad- y se analiza la ejecución, surgen 
esas cifras que llaman la atención pero que, desglosadas y vistas más en detalle, tienen esta 
explicación que a nosotros nos parece bastante razonable. 


SEÑOR AROCENA.- Con respecto a las becas, con mucho gusto le enviaremos al señor Senador 
Penadés la información sobre las, aproximadamente, 300 becas que se conceden por año. 


En cuanto a la interfase y al trabajo conjunto con la ANEP, quisiera que quien respondiera 
con lujo de detalles a esta cuestión fuera el señor Prorector de Enseñanza, doctor Calegari, quien es 
directamente responsable de esa línea de trabajo de la Universidad. 


SEÑOR CALEGARI.- En la Comisión mixta, entre ANEP y la Universidad de la República hemos 
estado haciendo una evaluación de lo actuado hasta el momento, con el fin de acelerar el proceso que 
en estos últimos meses ha dado lugar al inicio de los cursos de Tecnólogo Químico y Tecnólogo 
Mecánico en la ciudad de Paysandú, siendo inminente el inicio del curso de Tecnólogo Informático en 
Maldonado y también en Montevideo. Asimismo, estamos acelerando enormemente el proceso de 
planificación e implementación del tecnólogo llamado inicialmente sucroalcoholero, que es un gran 
proyecto, en el que intervienen fuertemente ALUR y ANCAP, previsto para la zona de Bella Unión. 
Ahora se llamará Tecnólogo Agroenergético, dando una perspectiva mucho más amplia de formación, 
con diversas salidas que pueden atender al desarrollo de distintas líneas productivas que se esperan 
en el futuro del país. También estamos tratando de acelerar las tareas, en los grupos de trabajo, que 
tienen que ver con nuevos tecnólogos en las áreas de carne y de madera, previstos para Tacuarembó y 
Rivera, respectivamente. Más allá de estos perfiles tecnológicos, estamos incorporando a estas 
mismas mesas de trabajo toda una serie de propuestas que están siendo desarrolladas por las 
Facultades de Agronomía y de Veterinaria junto con la Universidad del Trabajo del Uruguay, lo cual 
implica muchas cosas: no sólo fortalecer las enseñanzas técnicas agrarias que ya existen, sino 
también abrir nuevas tecnicaturas en muy distintos sistemas de producción: arroz, carne, lácteos, 
viticultura, etcétera. Podemos decir que también significa fortalecer las propias escuelas agrarias de la 
Universidad del Trabajo del Uruguay, el trabajo en los centros universitarios de la Facultad de 
Agronomía y el proceso de formación de los docentes universitarios y de la ANEP; también significa ver 
integralmente todos estos procesos de formación que deben quedar muy encadenados para permitir a 
los estudiantes y a los docentes una integración de actividades, el libre tránsito entre distintos tramos 
de formación y seguir formándose permanentemente en niveles superiores de educación pudiendo 
pasar, muy libremente, de un tramo de formación a otro. 


En esencia, es cuanto tengo que manifestar con respecto a esta pregunta. 


SEÑOR AROCENA.- Quisiera referirme al cuarto punto planteado por el señor Senador Penadés, 
relativo -lo recuerdo a quienes me hacen el honor de escucharme- a la política del Poder Ejecutivo en 
cuanto a la Agencia Nacional de Investigación e Innovación y al Sistema de Investigadores. 


En primera instancia, cabe recordar que, con respecto a la Agencia, la posición de la 
Universidad de la República fue la de un entusiasta apoyo a su creación y también hicimos propuestas 
en tanto creemos que, a la vez, es nuestro derecho y nuestro deber. Discutimos extensamente, tanto 


en la Asamblea General del Claustro como en el Consejo Directivo Central, el proyecto de creación de 
la Agencia y llegamos a elaborar todo un documento al respecto, con propuestas artículo por artículo. 
Ese documento empezaba por subrayar la satisfacción con la iniciativa de crear una herramienta 
potencialmente tan útil como esa, la cual -por cierto- los especialistas en el tema han venido 
preconizando desde hace mucho tiempo. Asimismo, observábamos algunas disposiciones que no nos 
parecían las mejores y, entonces, vinimos a la Comisión respectiva del Senado a plantear nuestras 
sugerencias. En tal sentido, nos complace mucho señalar que la gran mayoría de las propuestas que 
hizo la Universidad de la República fueron tomadas por el Senado y plasmadas en la ley que 
finalmente se aprobó. Entre las diversas sugerencias que fueron tenidas en cuenta, vale la pena 
subrayar la relativa a la mayor competencia que se dio al nuevo CONICYT. Para nosotros, que 
tenemos una perspectiva del desarrollo científico y tecnológico desde la colaboración de actores 
diversos -investigadores, productores, educadores, sector público, etcétera- la creación de un nuevo 
CONICYT, con representantes de actores que ya estaban y otros que no, como las Intendencias o el 
movimiento sindical, constituye un paso importante. Igual concepto nos merece la jerarquización del 
CONICYT como organismo de discusión y asesoramiento. 


Por lo tanto, nos felicitamos por la forma en que se dio el proceso de discusión y por haber 
llegado a un acuerdo; las dos cosas nos parecen importantes. No fue desde la inicial unanimidad, sino 
desde puntos de vista distintos -pero todos apuntando a fortalecer la capacidad nacional para crear y 
utilizar conocimientos- que se llegó, en definitiva, a aprobar la ley de la ANII. Pensamos que con un 
criterio similar debe trabajarse en lo que respecta a la creación de un sistema nacional de 
investigadores. La investigación requiere de muchas cosas, pero lo que más necesita es gente 
convencida de las condiciones en que la debe ejercer. 


Por consiguiente, nos parece que hay que crear un sistema nacional de investigadores desde 
un amplio diálogo y desde un gran consenso. Todos los especialistas en cuestiones institucionales 
señalan que en los momentos de transición y de creación, los consensos que generan confianza 
marcan el futuro de las instituciones. Es en ese sentido que hicimos propuestas para integrar la 
Comisión Honoraria de lo que hasta ahora existe, que es el Fondo Nacional de Investigadores, para 
avanzar hacia una nueva etapa, etapa en la que el Poder Ejecutivo tenga el papel conductor -por 
supuesto que es natural que lo tenga- en la que otros actores puedan aportar su experiencia y en la 
que, en conjunto, se llegue a grandes acuerdos, o sea, en la que prime un clima de colaboración. Nos 
parece muy importante señalar que en los grandes problemas nacionales, como la seguridad nacional 
o la defensa, el Uruguay ha venido impulsando diálogos. Bueno, pues también en materia de 
innovación y de investigación ese es un buen camino. 


En consecuencia, pensamos que debemos superar algunos desentendimientos que existen 
en materia de creación de un sistema nacional de investigadores. Entendemos que en la Comisión que 
tenga a su cargo conducir ese sistema y, fundamentalmente, dar las absolutas garantías de que la 
selección de investigadores se hará de acuerdo con las normas que corresponden, tiene que estar 
representado, por supuesto, el Poder Ejecutivo. Ya lo estaba en la Comisión Honoraria del Fondo 
Nacional de Investigadores a través del Ministerio respectivo, pero cualquier otra representación que a 
éste le parezca adecuada, estará bien. También tiene que estar representado el conjunto de actores 
sociales que el CONICYT congrega. Por lo tanto, nos parece muy bien que este órgano esté presente 
en dicha Comisión y nos parece que la Universidad de la República también debe estar presente. 
Francamente, nos sorprendería mucho que habiendo estado presente y habiendo trabajado 
activamente en la Comisión Honoraria creada por la ley de 1996, no lo esté ahora, justo cuando el país 
está haciendo un gran esfuerzo que nos entusiasma, nos potencia y nos da ganas de trabajar haciendo 
más esfuerzo que nunca. Por eso fue que en la presentación me permití recordar lo que representa la 
contribución universitaria a la generación de conocimientos, pero estamos seguros de que el 
Parlamento llegará a una buena solución en este sentido. 


Queremos subrayar que hemos sido invitados por la Comisión de Ciencia y Tecnología de la 
Cámara de Representantes para hablar específicamente de este asunto, donde planteamos por qué 
nos parece importante que la Universidad esté presente, no para ser en absoluto la primera voz, sino 
una voz entre tantas, que aporte una experiencia surgida a partir de un esfuerzo muy grande. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LONG.- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a la delegación de la Universidad de la 
República, encabezada por su señor Rector, el estimado amigo Rodrigo Arocena. 


Voy a plantear una serie de preguntas y a efectuar algunos comentarios referidos al tema 
que estamos abordando. En primer lugar, quisiera solicitar -quizás ello se pueda instrumentar a 
través de la Secretaría- que la presentación que efectuó el señor Rector nos sea entregada, porque 
entendemos que contiene información y un conjunto de datos sumamente útiles para todos. Pienso que 
no habrá ningún inconveniente en ello. 


En segundo término, digo que voy a dejar para el final el tema del aspecto económico- 
financiero, para ahora pasar a formular algunas otras preguntas. 


Concretamente, en el artículo 7* del Mensaje enviado por el Inciso, se hace referencia a la 
exoneración de aportes patronales a la Seguridad Social en lo que corresponde a las retribuciones 
financiadas con fondos de libre disponibilidad. Esta disposición nos parece importante, no sólo por una 
eventual equiparación con otras situaciones, sino también porque constituye un estímulo a la inversión 
en investigación, en ciencia y tecnología; en definitiva, estamos hablando de un costo menor en lo que 
respecta a esos proyectos y, por ende, los fondos se pueden destinar en una mayor cantidad a los 
fines para los cuales han sido creados. De manera que, a nuestro juicio, este es un artículo importante 
que, sin embargo, no fue recogido en el Mensaje del Poder Ejecutivo. Es por eso que preguntamos a 
las autoridades de la Universidad de la República qué razón se argumentó por parte del Gobierno para 
no recoger la disposición. Incluso algún colega de la Comisión del Senado tal vez lo podría aclarar, 
pero desde ya señalamos que se trata de un tema realmente importante, que amerita ser puesto sobre 
la mesa. 


En lo que tiene que ver con el Sistema Nacional de Investigadores -tema que ya fuera 
planteado por el señor Senador Penadés- queremos preguntar específicamente sobre la norma 
incluida en el Presupuesto o sea el artículo 293 del proyecto que está a consideración del Senado, que 
establece: “Créase en la órbita de la Agencia Nacional de Investigación e Innovación el “Sistema 
Nacional de Investigadores (SNI)” pasando luego a definir sus grandes objetivos. Esto es todo cuanto 
está incluido en el proyecto de ley. 


Advertimos que aquí nuevamente aparece el tema de la famosa “órbita” y si bien quien habla 
no es abogado, en este mismo ámbito hemos escuchado al Secretario de la Presidencia de la 
República, doctor Gonzalo Fernández, manifestar que esta redacción está absolutamente fuera de 
lugar; pero, en fin, esto es simplemente un detalle. A propósito, también recordamos que hizo una 
reivindicación de los ingenieros en cuanto a que lo único que orbitaba -o dejaba de orbitar- eran 
algunos planetas, que se había logrado bajar de su órbita. 


Ingresando ahora al fondo de la cuestión, reiteramos que esto es todo cuanto establece el 
artículo al que estoy haciendo referencia y, ciertamente, entre lo que allí figura y lo que ha manifestado 
el señor Rector, hay una gran distancia, sobre todo un gran vacío e indefinición. Daría la impresión de 
que, tal como están las cosas, la Agencia Nacional de Investigación e Innovación sería la que definiría 
las características de ese Sistema Nacional de Investigadores. Esto nos preocupa, pues creemos que 
un tema sumamente importante que, como bien se manifestó, tiene carácter nacional, está siendo 
dejado en manos de una Comisión que, por importante que sea, no reviste las mismas características. 
Por ello, a nuestro entender sería muy importante que en la propia Rendición de Cuentas se incluyera 
uno o varios artículos donde se definieran las características de ese Sistema. A su vez, obviamente, 
querríamos saber qué opinión le merece a la Universidad de la República el texto que está sujeto a 
nuestra consideración. 


Por otro lado, me gustaría ingresar ahora al tema de los recursos económicos -mencionado 
por el señor Rector con mucho énfasis y gran claridad en la primera parte de su exposición- que todos 
sabemos tiene muchísimo que ver con el fondo de la cuestión, pues el mayor o menor resultado en 
esta materia depende, en una medida importante, de la magnitud de los recursos disponibles. 


Ante todo, queremos hacer un breve comentario en el sentido de que la magnitud de la 
inversión no lo es todo, sino que también resultan fundamentales la calidad de la inversión y la calidad 
del gasto, pues aun en lo que podamos considerar especificamente gastos, como por ejemplo, los 
gastos de funcionamiento, los recursos se pueden utilizar de diversas maneras. 


En ese sentido, creemos que se debe disponer, cada vez en mayor medida, de indicadores 
de gestión proporcionados por la propia Universidad de la República, pero que, eventualmente, puedan 


ser auditados por terceras partes independientes. Esos indicadores deberían darnos a todos las 
garantías de que la batalla por mayores recursos tendrá un correlato en su mejor y más eficiente 
utilización. 


Por supuesto, esto también tiene mucho que ver con las nuevas iniciativas que la Universidad 
se proponga, como por ejemplo el tema de la reforma universitaria, sobre lo que acabamos de recibir 
una visión un poco sinóptica que, sin duda, nos resultó muy interesante. De todos modos, nos parece 
esencial conocer lo relativo a dicha reforma con mayor profundidad. 


Una vez aclarado lo que tiene que ver con nuestro punto de vista acerca del tema de la 
relación entre la asignación de los recursos y su utilización -si no nos interesáramos en este aspecto, la 
función del Senado consistiría simplemente en la distribución de recursos sin tener conciencia de su 
destino- debo decir que, a mi juicio, existe un problema de magnitud que es importante tener en 
cuenta. Repito que nos resultó muy interesante la gráfica presentada por el señor Rector sobre el tema 
del 4,5% del Producto Bruto Interno. En lo personal, comparto que no se trata de una cifra caprichosa, 
aunque probablemente pueda discutirse si debe establecerse la cifra en 4,5%, en 4,7% o en 4,2%; 
pero limitándonos a determinado orden de magnitud podemos plantear qué es más conveniente. En 
este punto, quizás también es necesario tener en cuenta otros factores, como es, por ejemplo, el de la 
mejor utilización de los costos. De todas maneras, creo que todos estamos conscientes de que hay un 
determinado valor de inversión en educación relacionado con el Producto Bruto Interno que es preciso 
alcanzar, porque de lo contrario resultaría muy difícil lograr un conjunto de otros objetivos vinculados a 
esa magnitud. Entiendo que la gráfica presentada ilustra que ese 4,5% no es un valor caprichoso, sino 
razonable. 


Una vez planteado esto, debemos preguntarnos cuál es nuestra situación actual. Todos los 
cálculos que hemos realizado y que coinciden con los presentados en la pantalla, demuestran que hoy 
en día nos ubicamos en el orden del 3,1% o del 3,2% del Producto Bruto Interno, es decir que estamos 
a una distancia importante del 4,5%. Esto no quiere decir que estemos cercanos del orden -por el 
contrario, estamos muy distantes- y, en ese sentido, habría que ubicar el valor actual en la gráfica para 
verificar en qué nivel estamos. 


También hay algunos recursos, como la partida votada en la Cámara de Representantes, 
sobre la que el Rector de la Universidad de la República formulaba dos interrogantes. En primer lugar, 
preguntaba si esa partida está garantizada para el próximo Ejercicio -es decir, para el que estamos 
considerando- a lo que debo responder que no, porque surge del propio proyecto de ley que habla de 
hasta el 6,5%, por ejemplo y de que esos créditos no superarán determinado monto. Esto significa que 
no estamos hablando de un monto fijo establecido, sino de uno máximo. No obstante, aun admitiendo 
que en esto existe la mejor voluntad de parte de todos los actores y que tal iniciativa pueda 
considerarse para este Ejercicio, resulta bien claro que en el Presupuesto sólo se contempla el 
Ejercicio 2008 y el otro tema se discutirá oportunamente. 


Lo que le estaría faltando a la Universidad de la República -tomando, por supuesto, la 
proyección del PBI que hace que el Ministerio de Economía y Finanzas para los próximos Ejercicios- es 
una cifra importante. Se debe tener en cuenta que por cada peso que damos a la UDELAR, hay que 
volcar algo más de $ 4 a la ANEP, lo que da un factor multiplicador de 5,3 ó 5,4. En definitiva, estamos 
en una diferencia de unos $ 10.000:000.000 para el Ejercicio 2009, cifra que no es menor. 


Suponemos que ese compromiso -que, como se decía hace un momento, fue asumido a 
nivel nacional- habrá tenido en cuenta determinadas hipótesis o ciertas bases de cálculo por parte de 
quienes lo asumieron. Ese es un tema que no podemos responder nosotros. Sí nos preocupa -con esto 
terminaríamos nuestros comentarios- que no estamos hablando de una pequeña diferencia que se 
pueda subsanar con algún recorte de acá o de allá, sino de diferentes órdenes de magnitud, porque 
una cosa son U$S 30:000.000 -que si no recuerdo mal fue lo que se aprobó como partida 
extraordinaria proveniente del recorte de recursos asignados a diferentes Ministerios- que terminan 
dando alrededor de $ 750:000.000 y otra son $ 10.000:000.000. Creo que con esto queda claro lo que 
estamos diciendo: estamos frente a un problema que ya está planteado, pero que se va a dar 
notoriamente en los próximos Ejercicios. Pienso que lo menos que podemos hacer todos es tomar 
conciencia de que ese problema está instalado, porque hay una enorme distancia entre la expectativa 
generada en el ámbito educativo y la realidad de los números que se están manejando hoy día. 


No nos corresponde plantear directamente las iniciativas en la materia  -entre otras cosas, 
porque no tuvimos el honor de que la ciudadanía nos diera esa responsabilidad- pero sí señalar que 
hay aquí una decisión que habrá que tomar, a lo sumo en el próximo Ejercicio, porque es evidente que 
no hay una respuesta clara a este tema. 


Doy por terminada mi intervención luego de la solicitud de los materiales que hemos hecho, 
las preguntas que formulamos y esta reflexión, que nos parece de enorme importancia porque, en 
definitiva, para eso estamos aquí reunidos. Los recursos que se plantean como necesarios para la 
educación, a fin de alcanzar ese 4,5% del PBI -no porque tenga un carácter mágico, sino porque 
parece ser razonable que nos ubiquemos en ese orden- es algo que todavía está muy lejos de 
alcanzarse y no vislumbramos de modo alguno cómo se logrará en el próximo año. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Debo recordar a la Comisión que los tres tomos que nos alcanzó la 
Universidad de la República ya han sido repartidos. También les vamos a solicitar la presentación para 
agregarla. 


SEÑOR AROCENA.- En primer lugar, el señor Senador Long nos honra pidiendo la presentación que, 
por supuesto, será un gusto facilitarla. 


Con respecto al artículo 7*, que corresponde a la lámina 49 de nuestra presentación, debo 
señalar que, por cierto, lo planteamos al Ministerio de Economía y Finanzas y éste nos prometió 
considerarlo, pero no hemos recibido una respuesta; imaginamos que ello es así por exceso de 
preocupaciones mayores. Confiamos en que el Senado pueda encontrar tiempo para atender esta 
cuestión, que comparada con muchas otras sin duda es menor, pero que sería muy útil para la 
realización de convenios y la aplicación efectiva, en la práctica, de los conocimientos -a veces 
considerados puramente teóricos- de la Universidad. 


En lo que tiene que ver con el planteo del señor Senador Long sobre el Sistema Nacional de 
Investigadores, pensamos -dicho con todo respeto por las diversas opiniones del caso- que sería mejor 
tener una estructura "fuera de órbita" -dicho esto entre comillas- independiente, definida por una ley, 
como la que en 1996 definió los grandes rasgos del Fondo Nacional de Investigadores. Esperamos que 
este Sistema Nacional de Investigadores represente un gran avance, y nos gustaría, reitero, que 
estuviera definido por una ley y que ésta asignara un papel relevante al lugar en el que todos estarían 
representados -Vale decir, el nuevo CONICYT- y que en la Comisión Honoraria representativa se 
nos diera -a la institución como tal- la oportunidad de volcar directamente nuestra experiencia y 
sugerencias. 


Con respecto a los comentarios vinculados con la calidad de la enseñanza, no podríamos 
estar más de acuerdo. Insistimos permanentemente en que creemos que hacemos mucho, pero no 
estamos nada conformes con nosotros mismos; somos autocríticos y hablamos de una nueva reforma 
universitaria, porque creemos que la Universidad tiene mucho para cambiar. Por cierto, nos parece 
importante que haya indicadores de gestión para todo el Estado y no están alejados de ello los 
elementos que estuvimos dando para evaluar la investigación, que los pusimos sobre la mesa a riesgo 
de cansar a señores Senadores que sabemos muy ocupados. 


Permítaseme hacer una observación al respecto: un cálculo tentativo hace pensar que la 
Universidad de la República dedica a investigación el 0,1% del PBI y con eso da cuenta de las dos 
terceras partes de la investigación nacional. Como especialista en el asunto y sin falsa modestia digo 
que, a escala internacional, ese rendimiento es excelente. Si pensamos que con el 0,1% del PBI 
dedicado a investigación se puede dar cuenta de las actividades con las que contamos, que no son 
menos de las dos terceras partes, elíjase el indicador que se elija, el esfuerzo nacional en investigación 
e innovación es excelente 


Finalmente, con respecto a la última cuestión abordada por el señor Senador Long, creo que 
puedo tranquilizarlo en alguna medida, porque mis números, aunque hechos un poco a las apuradas, 
dan una cifra menor. Si se consolida lo establecido por la Cámara de Representantes, para llegar al 
4,5% del PBI prometido para la Universidad en el horizonte 2009, se necesitarían unos $ 700:000.000 
adicionales, que si los multiplicamos por cinco o cinco con algo, alcanzarían una cifra de $ 
3.500:000.000 o $ 3.600:000.000. No se nos escapa la significación de esta cifra, pero nos parece que 
está perfectamente al alcance de la dinámica productiva que está teniendo el Uruguay y de la eficiencia 


recaudadora que está teniendo el Estado. Por consiguiente, y sin menospreciar el tamaño de los 
números involucrados, creemos que está al alcance de un país que viene creciendo y que tiene una 
capacidad muy significativa para hacer uso de los frutos de crecimiento. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que los señores Senadores de la oposición hacen bien -yo haría lo mismo- 
en recordarnos que todavía estamos lejos del 4,5% prometido para la enseñanza. Me parece bien que 
la oposición tenga esa preocupación, pero les aseguro que el oficialismo también la tiene y que, en 
todo caso, el año que viene llegará el momento de discutirlo cuando tengamos frente a nosotros la 
próxima Rendición de Cuentas. Por consiguiente, este debate es algo así como un debate a cuenta. No 
estoy diciendo esto por casualidad, sino porque creo que aquí tenemos una respuesta a la 
preocupación que han planteado algunos señores Senadores y que también tiene la Universidad; me 
refiero a que la partida extraordinaria que se ha votado en la Cámara de Representantes, que la 
Cámara de Senadores va a confirmar, también tendrá vigencia para el año siguiente. Es cierto que de 
acuerdo con su redacción sólo se plantea para 2008, pero también lo es que en su conjunto alcanza a 
una cifra menor al 4,5%, por lo que hay que pasar por ese escalón para llegar a tal cifra. La certeza de 
que va estar disponible para el año siguiente está en el compromiso del 4,5%, porcentaje que está muy 
por encima -como lo acaba de señalar el señor Senador Long- del que se otorga con lo que vamos a 
votar. 


Hecha esa aclaración y ese comentario, quiero hacer una pregunta al señor Rector, con toda 
franqueza, pues se me planteó una duda que me quiero sacar, porque puede tener que ver con otras 
cosas en el futuro. 


En el artículo 7” del Presupuesto elevado por el Organismo se plantea la aspiración de la 
exoneración de los aportes patronales para los fondos de libre disponibilidad. Esto me sugiere varias 
preguntas, algunas directamente vinculadas al tema y otras que derivan de él. En primer lugar, quisiera 
saber cuál es el porcentaje sobre los sueldos que, por concepto de aportes patronales, realiza la 
Universidad de la República; en segundo término, qué monto significaría la exoneración en esos 
fondos de libre disponibilidad; pero fundamentalmente me importa saber, de ese monto que se paga 
por aportes patronales a la seguridad social, cuál es el porcentaje de los salarios que se abonan con 
recursos presupuestales y cuál el que se paga con esos fondos. En otras palabras, qué recursos de la 
Universidad vuelven al Estado a través del Banco de Previsión Social. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de dar la palabra al señor Rector, la Mesa cumple en comunicarle 
que el señor Senador Penadés ha hecho llegar una nota por la cual se excusa de haberse retirado en 
virtud de que debe estar presente en la Comisión de Defensa Nacional, que recibirá a la señora 
Ministra del ramo. 


SEÑOR AROCENA.- Estas cifras, por cierto, son sumamente importantes. El aporte, como porcentaje 
de los sueldos, es del 20,5%. 


SEÑOR VAILLANT.- ¿Estamos hablando del porcentaje anterior a la reforma tributaria, que luego es 
afectado por ésta? ¿O la reforma tributaria no lo toca? 


SEÑOR AROCENA.- Así es, señor Senador. 
SEÑOR VAILLANT.- Por lo tanto, ¿queda igual? 
SEÑOR AROCENA.- Exactamente. 


Hemos complementado y asegurado la respuesta con la ayuda de la señora Directora 
General de Administración Financiera. 


SEÑOR COURIEL.- Voy a solicitar que se reitere exactamente cuánto paga la Universidad de la 
República, por concepto de aporte patronal, antes y después de la reforma tributaria. 


SEÑORA ROSSA.- Los aportes que realiza la Universidad son los siguientes: 19,5% de aporte patronal 
y 1% al Fondo Nacional de Vivienda. Es decir, un 20,5% de aportes generales que vuelca al Banco de 


Previsión Social. Eso no se ve afectado por la ley de reforma tributaria, en virtud de que el inciso 
segundo de su artículo 87 dice que no estarán comprendidas las tasas de contribución a la aportación 
civil y la Universidad aporta bajo ese régimen. Por lo tanto, se mantienen los mismos aportes. 


SEÑOR COURIEL.- Está claro. 


SEÑOR AROCENA.- Pasamos a la segunda pregunta del señor Senador Vaillant. Para ello quisiera 
recurrir a la lámina número 4 de nuestra presentación, en la que dimos cuenta de la “utilización según 
concepto” de los fondos provenientes de Rentas Generales en el año 2006. Las cargas legales y 
prestaciones representan casi el 14% del total de recursos provenientes de Rentas Generales; para ser 
más exactos, el 13,84%. 


La tercera pregunta que realizó el señor Senador Vaillant está relacionada con la lámina 49 
de la presentación que hicimos al comienzo de la sesión. Allí se hace referencia a cuál es el artículo y 
para qué se está pidiendo la exoneración de los aportes patronales sobre las retribuciones financiadas 
con fondos de libre disponibilidad. En la lámina 51 está cuantificado lo que eso significa. En la 
ejecución del año 2006, en lo que respecta a las retribuciones personales, tenemos algo más de $ 
91:000.000 y los aportes patronales fueron del 20,5% -tal como explicó detalladamente la contadora 
Rossa- lo que significó $ 15: 638.616. 


SEÑOR MICHELINI.- Quizás, la delegación no tenga en este momento las cifras concretas de lo que 
me voy a referir, pero pueden alcanzarlas después. La lámina 51 se refiere a $ 91:000.000 y aquí se 
habló de la necesidad de "competir", dicho esto entre comillas. Entonces, quiero saber si en los 
acuerdos que se celebran con otras instituciones para llevar adelante proyectos de investigación se 
destina el total de esos $ 91:000.000 o si una parte son para los acuerdos o proyectos de investigación 
en convenios en los cuales la Universidad "compite" y la otra parte son emolumentos que surgen de 
esos recursos de libre disponibilidad, pero que son programas vinculados directamente a la 
Universidad de la República en los que no tiene que competir. Concretamente, quiero saber cómo 
estaría quedando fuera de "competencia" la Universidad. 


SEÑOR AROCENA.- La lámina 51 da cuenta de las retribuciones personales que son alcanzadas por 
el artículo cuya modificación se propone. ¿Qué significa esto? Que si uno desea celebrar un 
determinado convenio para hacer uso del conocimiento con la Universidad de la República y/o con otra 
institución, en el caso de querer hacerlo con ésta, además de la suma que hubiera destinado en el 
caso de la otra institución, también tiene que incorporarle lo que cubriría los aportes patronales. Es 
decir que a igualdad de capacidad, el costo sería más alto. Esto lleva a que muchos investigadores no 
puedan realizar convenios, porque quienes están dispuestos a hacerlo con ellos prefieren a otras 
instituciones, no por razones de capacidad -en cuyo caso, por supuesto, lo aceptaría- sino por razones 
de este costo añadido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Universidad de la 
República por su comparecencia en esta Comisión. 


SEÑOR AROCENA.- Somos nosotros los que agradecemos muchísimo a todos quienes nos han 
escuchado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 59 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


